PROYECTO DE COMUNICACION

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la provincia solicite a la Dirección General de Transporte de Pasajeros, dependiente de la Subsecretaría de Transporte Provincial, que realice las gestiones necesarias ante las autoridades nacionales para que se modifique o derogue el Decreto Nacional 118/06  el cual cercena el derecho al uso del transporte en forma gratuita y sin límites de ningún tipo incluso de cupos de las personas discapacitadas en las empresas de media y larga distancia; derecho reconocido por Ley Nacional superior en rango Nº 22431. 
Sr. Presidente: 

 



En el año 2006 el Poder Ejecutivo Nacional dictó el decreto 118/06 que establece en el artículo 4º, inciso b)  que “Para cada servicio, la obligación de transporte se limitará a una plaza para discapacitado y una para su acompañante, si el servicio cuenta con hasta cincuenta y cuatro asientos y de dos plazas para discapacitados y su acompañante si la capacidad fuera mayor”.
 



Esta situación no se condice con lo que establece la ley nacional Nº 22431 (superior en rango al decreto mencionado) y la Ley Provincia 9325 que consagran el derecho a la gratuidad ilimitada y sin cupo del transporte para discapacitados.

 



Grandes zonas del norte de nuestra provincia (Los Amores, Los Laureles, Malabrigo, Margarita, Moussy, Pájaro Blanco, Reconquista, Romang, San Antonio, San Javier, Tartagal, Tostado, Vera, Villa Ana, Villa Guillermina, Villa Ocampo) se están viendo afectadas por esta situación ya que las empresas de transporte que circulan por la Ruta Provincial Nº 11 y que conectan a la región con las ciudades donde se encuentran los principales centros de salud o los establecimientos educativos, se niegan a subir a sus unidades a la persona discapacitada y su acompañante amparándose en el citado decreto y alegando que el cupo está cubierto, aún cuando existen asientos vacíos. Incluso hasta se les niega la posibilidad de realizar reservas de pasajes como a cualquier pasajero, debiendo permanecer en la terminal hasta el arribo del próximo coche para determinar si viene o no ya ocupado por otro discapacitado, quedando, así, sujetos a la buena voluntad del algún chofer y exponiéndose a la posibilidad de perder turnos médicos en los hospitales de Santa Fe, Rosario o Buenos Aires.


 


De este modo, se vuelve a ajustar la variable más débil, y a las restricciones y problemas propios de la discapacidad en sí misma, a las distancias que un padre debe recorrer para llevar a su hijo a la escuela especial más cercana (que con mucha suerte está a 50 o 60 Km) o al trayecto que una esposa debe realizar para llevar a su marido inválido a intervención, rehabilitación o control al hospital que cuenta con dicha especialidad; se suma la pobreza, la falta de recursos y la incertidumbre de no saber si el colectivo que espera tendrá cubierto el "cupo”.
 


Es por esto que se solicita que se respete y se haga cumplir el derecho a la gratuidad ilimitada y sin cupo del transporte para discapacitados establecido en la Ley Nacional  Nº 22431 y Ley Provincial  Nº 9325.

 


Cabe destacar que un grupo de padres, familiares y personas con discapacidad agrupados bajo el nombre “El Camino a Recorrer” enviaron un petitorio con 2564 firmas solicitando una pronta solución a los inconvenientes suscitados por dicho Decreto. Este mismo petitorio fue elevado a la  Presidenta de la República Argentina  Doña Cristina Fernández de Kirchner, al  Sr. Gobernador de la Provincia de Santa Fe, Don Hermes Binner,  a la Legislatura de la Provincia de Santa Fe, a la  Cámara de Diputados de la República, a la  Corte Suprema de la República Argentina, y a la Corte Suprema de la Provincia de Santa Fe.



Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación. 

